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primer lugar que, cuando por parte de la comisaría de
policía se puso en conocimiento del Juzgado que la tes-
tigo no residía en el domicilio inicial, en el que había
ocurrido la sustracción, el Juzgado no instó de nuevo
la búsqueda y localización de la que era una testigo
esencial para la causa. En segundo término, que las mani-
festaciones de la perjudicada ante el Juzgado de Ins-
trucción se realizaron sin dar la posibilidad de que estu-
viera presente el Letrado defensor del recurrente, que
ya en ese momento estaba identificado a través del infor-
me dactiloscópico. En tercer lugar, en cuanto al con-
tenido de las manifestaciones hechas ante la autoridad
judicial la perjudicada se limitó a confirmar su denuncia
inicial, haciendo referencia a los nuevos objetos que fal-
taban de su domicilio. Sin embargo, en ningún momento
fue preguntada (ni ella se refirió) al hallazgo de la hucha
en su vivienda, las condiciones en que la encontró, o
si existió algún incidente en el traslado de la hucha desde
la vivienda a la comisaría de policía. Es más, en las actua-
ciones policiales no figura ninguna diligencia de com-
parecencia firmada por la denunciante, en la que conste
la entrega de la citada hucha; tan sólo figura una amplia-
ción de diligencias, firmada por el funcionario con carnet
profesional núm. 40.220, presunto receptor de la hucha,
que no fue citado para deponer como testigo en el acto
del juicio oral y que, por tanto, no pudo ratificarla. Final-
mente, al tomar declaración a la denunciante, el Juez
instructor tampoco la interrogó sobre si conocía al
recurrente, que ya tenía la condición de inculpado, o
si alguna vez éste había estado en su domicilio.

Así las cosas, cabe concluir que, en el presente
supuesto, los órganos judiciales penales han partido en
su deducción de un hecho-base (o indicio) que no ha
resultado plenamente acreditado. La inferencia realizada
por el Juzgado y por la Audiencia se basa en la premisa,
no acreditada, de que una huella del recurrente apareció
en un objeto que se hallaba en el domicilio donde se
produjo la sustracción. Es evidente que las declaraciones
de los policías citados para intervenir como peritos no
aportan ningún dato que permita sustentar tal extremo.
Tampoco las manifestaciones de la denunciante ante
el Juez instructor, realizadas, además, sin contradicción,
arrojan luz alguna sobre tal hecho. En efecto, en ese
momento la perjudicada que ni siquiera fue interrogada
acerca de si conocía al inculpado para establecer su
posible conexión con los hechos, tampoco fue pregun-
tada sobre cómo y en qué condiciones se encontró la
hucha, ni cuándo la llevó a comisaría. Por tanto, la prueba
practicada no permite concluir indubitadamente que la
hucha, en la que se identificó la huella, estuviera en
el domicilio en el que tuvo lugar la sustracción.

En suma, dado que el elemento de convicción que
acreditaría el hecho base (es decir, la existencia de hue-
llas del inculpado en una hucha hallada en el domicilio
de la denunciante) se incorporó en la fase de instrucción
por una mera ampliación de diligencias policiales, sin
firma de la denunciante y sin que ésta ratificara la entrega
del objeto en cuestión posteriormente ante el Juez de
Instrucción ni en el juicio oral, ha de entenderse que
tal incorporación a las actuaciones judiciales no se ha
realizado con cumplimiento de las indispensables garan-
tías para ser considerado una prueba a partir de la cual
pudiera desvirtuarse válidamente la presunción de ino-
cencia del recurrente, razón por la cual se ha de otorgar
el amparo, con la consiguiente anulación de las reso-
luciones judiciales impugnadas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don
Manuel Ángel Vázquez Dopico y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho del
recurrente a la presunción de inocencia.

2.o Restablecerle en el citado derecho y, a tal fin,
anular las Sentencias núm. 43/1999 de la Sección Ter-
cera de la Audiencia Provincial de A Coruña, de 11 de
marzo, y núm. 280/1998 del Juzgado de lo Penal núm. 3
de dicha ciudad, de 28 de mayo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de octubre de dos mil
dos.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

21853 Sala Primera. Sentencia 181/2002, de 14 de
octubre de 2002. Recurso de amparo
2510/99. Promovido por doña María Isabel
Carmona Vázquez frente a las Sentencias de
la Audiencia Provincial de Ciudad Real y de
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, que
le condenaron por un delito contra la salud
pública.

Vulneración del derecho a la presunción de
inocencia: condena fundada en declaraciones
de coimputados no corroboradas. Voto par-
ticular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio y don Rober-
to García-Calvo y Montiel, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2510/99, interpuesto
por doña María Isabel Carmona Vázquez, representada
por el Procurador de los Tribunales don José Constantino
Calvo-Villamañán y Ruiz y asistida por el Letrado don
Fernando de Lara Moreno, contra las Sentencias de la
Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 12 de mayo
de 1999, dictadas en el recurso de casación interpuesto
frente a la Sentencia de la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Ciudad Real de 11 de julio de 1997,
que la condenó como autora de un delito contra la salud
pública. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Pablo García Manzano, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia de Madrid el día 9 de junio de 1999, con entrada
en el Registro General de este Tribunal el día 11 siguien-
te, doña María Isabel Carmona Vázquez, representada
por el Procurador de los Tribunales don José Constantino
Calvo-Villamañán y Ruiz y asistida por el Letrado don
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Fernando de Lara Moreno, interpone recurso de amparo
contra las Sentencias de la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo de 12 de mayo de 1999, dictadas en el recurso
de casación, tramitado bajo el núm. 3433/97, interpues-
to frente a la Sentencia de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Ciudad Real de 11 de julio de
1997, recaída en la causa instruida con el núm. 2/95
por el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 1
de Puertollano, que la condenó como autora de un delito
contra la salud pública.

2. Los hechos de relevancia para el presente recurso
de amparo son, en esencia, los que siguen:

a) La recurrente en amparo fue condenada por Sen-
tencia de la Sección Primera de la Audiencia Provincial
de Ciudad Real de 11 de julio de 1997, como autora
de un delito contra la salud pública, a la pena de ocho
años y un día de prisión mayor, multa de 110.000.000
de pesetas, y accesoria de suspensión de cargo público
y derecho de sufragio durante el tiempo de la condena.
Asimismo, se le imponía el abono de la quinta parte
de las costas causadas. En la misma Sentencia se con-
denaba a distintas penas, también como autores de un
delito contra la salud pública, a la Sra. Pardo y a los
Sres. Fleitas, marido de ésta, Jurado y Santiago, este
último marido de la recurrente en amparo. En la Sen-
tencia se decretaba el comiso de la droga ocupada y
dinero intervenido, a los que se daría el destino legal.

b) En esencia, y en lo que interesa al presente recur-
so de amparo, en la Sentencia se declara probado que
la recurrente en amparo y su marido vendían un gramo
diario de heroína a la Sra. Pardo y al Sr. Fleitas, quienes
dedicaban parte de la droga a su consumo y parte a
su reventa a otros consumidores. Asimismo, se afirma
que el Sr. Jurado se dedicaba a la venta de heroína,
contactando frecuentemente con la Sra. Pardo a fin de
que le suministrara la droga. En el mismo apartado de
hechos probados se expresa que practicada la entrada
y registro, legalmente autorizados, en el domicilio de
la recurrente en amparo y su marido, se hallaron
109.000 pesetas provenientes de la venta de heroína.

c) En el apartado de fundamentos de Derecho de
la Sentencia se señala que la autoría de la recurrente
en amparo se desprende de lo afirmado en sus decla-
raciones sumariales por los otros tres acusados distintos
de su marido, esto es, los Sres. Pardo, Fleitas y Jurado,
quienes indican en el acto del juicio no tener enemistad
ni con la recurrente en amparo ni con su marido, sino,
por el contrario, llevarse bien con ellos, dada su vecindad.
En este sentido, debe ponerse de relieve que en la Sen-
tencia se expresa que la Sra. Pardo declaró ante la policía
que su marido, el Sr. Fleitas, obtenía la heroína por com-
pra al matrimonio formado por la recurrente en amparo
y el Sr. Santiago, a los que aquélla reconoció fotográ-
ficamente, añadiendo que le vendían un gramo de heroí-
na diariamente, y ello desde hacía un mes y medio aproxi-
madamente. Añade la resolución judicial que en su decla-
ración en fase de instrucción, asistida por Letrado, la
Sra. Pardo ratificó la hecha ante la policía y expresó
extensamente los datos más importantes. Por su parte,
se dice, el Sr. Fleitas señaló en su declaración en fase
de instrucción que adquiría la droga a la recurrente en
amparo y a su marido, a los que identificó perfectamente.
En cuanto al Sr. Jurado, se afirma que declaró ante la
policía que el Sr. Fleitas compraba la droga a la recurrente
en amparo y a su marido, lo que reiteró en su declaración
en fase de instrucción. Se expone que, sin embargo,
los citados acusados ofrecieron en el juicio oral una ver-
sión por completo alejada de la que dieron en sus decla-
raciones en la instrucción, debiendo destacarse, en lo

que ahora interesa, que ninguno de ellos manifestó en
tal acto haber adquirido droga a la recurrente en amparo
(que nada sabría de tal actividad, según las declaraciones
de su marido y de los Sres. Pardo y Fleitas), aunque
sí a su marido en tres ocasiones, lo que éste reconoció
en el propio acto del juicio oral. En la Sentencia se declara
expresamente que la Sala otorga credibilidad a las cita-
das declaraciones sumariales de tres acusados, presta-
das con todas las garantías legales, y que fueron puestas
de relieve a los mismos en el juicio oral a fin de que
pudieran expresar el motivo de las discrepancias, sin
que se diera explicación satisfactoria alguna que haga
dudar de la veracidad de lo declarado en la instrucción.

Debe señalarse también que en el fundamento de
Derecho cuarto de la Sentencia se recogen diversos
pasajes de conversaciones telefónicas que se dicen man-
tenidas entre la Sra. Pardo y el Sr. Jurado, respecto de
las que se afirma que sirven para acreditar la ilícita acti-
vidad llevada a cabo por los dos citados acusados, así
como la utilización de una menor, hija de la Sra. Pardo
y del Sr. Fleitas, en las transacciones entre la Sra. Pardo
y el Sr. Jurado, así como en las adquisiciones de droga
que la Sra. Pardo y el Sr. Fleitas llevaban a cabo de
la recurrente en amparo y su marido. No obstante, hay
que señalar que en los citados pasajes de las conver-
saciones telefónicas que se transcriben en la Sentencia,
no hay ninguna alusión indubitada a la recurrente en
amparo, ni en la resolución judicial se expresa nada,
al hilo de tal transcripción, en torno a que aquélla pudiera
ser alguna de las personas que se citan en tales con-
versaciones y a las consecuencias que cabría derivar
de tal cita, en su caso.

d) Frente a la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Ciudad Real interpuso recurso de casación, además
del Sr. Jurado, la demandante de amparo. En el primero
de los motivos de casación se alegaba falta de claridad
en los hechos probados en cuanto a la afirmación de
que las 109.000 pesetas halladas en el registro de su
domicilio procedieran de la venta de heroína. La Sala
de lo Penal del Tribunal Supremo reconduce la alegación
a la vulneración del derecho a la presunción de inocencia
y estima el motivo de casación, dado que la afirmación
de la concreta procedencia del dinero aparece huérfana
de toda prueba, sin que nada diga la Sentencia recurrida
que pudiera justificar tal expresión. Señala que ello con-
duce a la modificación del relato de hechos probados,
suprimiendo esa referencia, y a la exclusión del comiso
de lo concerniente a esas 109.000 pesetas, no obstante
lo cual dicha cantidad ha de quedar embargada, afecta
a la obligación de pagar las responsabilidades pecunia-
rias de la recurrente y de su marido derivadas de la
causa penal.

e) En el segundo de los motivos de casación se
alegaba la vulneración del derecho fundamental a la tute-
la judicial efectiva en relación con el derecho a un pro-
ceso con todas las garantías, y del derecho fundamental
a la presunción de inocencia. Reconducidas las alega-
ciones de la recurrente a la lesión de este último derecho
fundamental, la Sala rechaza el motivo. En primer lugar,
señala que la condena se funda en las declaraciones
sumariales de los Sres. Pardo, Fleitas y Jurado. En segun-
do lugar, considera que la prevalencia que se concede
al contenido de las declaraciones sumariales, leídas en
el juicio oral, no constituye violación alguna de las garan-
tías del proceso penal. Finalmente, en cuanto a que fue-
ran coimputados aquellos cuyas declaraciones fueron
utilizadas para considerar destruida la presunción de ino-
cencia, expresa que, como se dice en la Sentencia recurri-
da, no se advierte en los mismos, ni en sus declaraciones
ni en las de ninguna otra persona, ningún dato que pudie-
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ra conducir a la apreciación de que los Sres. Pardo y
Fleitas hubieran declarado con alguna motivación espu-
ria, habiendo sin duda tenido en cuenta la Audiencia
Provincial, a la hora de valorar el triple testimonio, la
condición de drogadictos de quienes los prestaron o las
relaciones personales que pudieran existir entre ellos
tres, poniendo de relieve que las declaraciones no fueron
de un coimputado, sino de tres. En consecuencia, entien-
de que hubo prueba practicada con las garantías propias
del juicio oral, sin que existiera violación alguna del dere-
cho a la presunción de inocencia.

Conviene señalar que el Fiscal, al impugnar el motivo
segundo del recurso de casación de la hoy demandante
de amparo, señala expresamente que la condena se fun-
da en las declaraciones prestadas por los tres coacu-
sados en la fase de instrucción, que constituyen prueba
suficiente al efecto.

f) En cuanto al recurso de casación interpuesto por
el Sr. Jurado, se fundó en dos motivos, siendo estimados
ambos, en cuanto que, en esencia, se considera que
no se ha acreditado que él fuera la persona con la que
la Sra. Pardo mantenía las conversaciones telefónicas
que, en diversos pasajes, se reproducen en la Sentencia
de instancia, con lo que, teniendo en cuenta que en
base al contenido de esas conversaciones telefónicas
en las que supuestamente intervenía el Sr. Jurado éste
fue condenado, la falta de prueba de que el interlocutor
era él determina que se haya vulnerado su derecho a
la presunción de inocencia.

g) Habiéndose así estimado diversos motivos de
casación de los dos recurrentes, la Sentencia declaró
haber lugar a los dos recursos de casación, anulando
la Sentencia de instancia, y procediéndose a dictar
segunda Sentencia en la que se absolvía al Sr. Jurado,
y se declaraba que no se había acreditado que las
109.000 pesetas halladas en el registro del domicilio
de la hoy recurrente en amparo y de su marido pro-
vinieren de la venta de heroína, excluyendo del comiso
tal cantidad, que quedaba embargada para cubrir par-
cialmente las responsabilidades pecuniarias que de la
causa se derivan contra aquéllos.

3. En la demanda de amparo se considera que las
Sentencias dictadas por la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo vulneran el derecho fundamental a la presun-
ción de inocencia de la recurrente, reconocido en el artí-
culo 24.2 CE, en cuanto que su condena se sustenta
única y exclusivamente en las declaraciones realizadas
por los Sres. Pardo, Fleitas y Jurado en fase de instruc-
ción, declaraciones que no fueron posteriormente rati-
ficadas en el juicio oral, señalándose además que no
poseen unas mínimas dosis de credibilidad, teniendo en
cuenta diversas circunstancias que concurren, como son
las de que son personas adictas a la heroína, que uno
de ellos ha sido detenido anteriormente por un delito
contra la salud pública y receptación, que no es des-
cartable que los tres coimputados se hubieran previa-
mente puesto de acuerdo sobre el contenido de las decla-
raciones, para inculpar del delito a la recurrente en ampa-
ro y su marido, con el fin de evitar que aquéllos pudieran
ser acusados de un delito de tráfico de drogas, y que
existen algunos datos no coincidentes en sus declara-
ciones. Finalmente, se pone de relieve que no se encon-
traron en el domicilio de la recurrente indicios naturales
de vender droga ni ningún objeto procedente de robo,
así como que de las conversaciones telefónicas inter-
ceptadas no se desprende responsabilidad alguna para
la recurrente en amparo, que en todo momento mantuvo
su inocencia.

Se termina solicitando que se dicte Sentencia por
la que se otorgue a la recurrente el amparo solicitado,

declarando la nulidad de las Sentencias dictadas por
la Audiencia Provincial de Ciudad Real y la Sala de lo
Penal del Tribunal Supremo. Mediante otrosí digo se soli-
citó la suspensión de la ejecución de la Sentencia
recurrida.

4. Después de que se hubieren realizado diversas
actuaciones procesales, la Sección Segunda de este Tri-
bunal, por providencia de 10 de julio de 2000, acordó
admitir a trámite el presente recurso de amparo, sin per-
juicio de lo que resultare de los antecedentes, así como
que, de conformidad con lo dispuesto en el art. 51 LOTC,
se requiriere atentamente a la Sala Segunda del Tribunal
Supremo y a la Sección Primera de la Audiencia Pro-
vincial de Ciudad Real para que en el plazo de diez días
remitieran testimonios de las correspondientes actua-
ciones, interesándose a esta última que se emplazare
a quienes fueron parte en el procedimiento ante ella
seguido, con excepción de la recurrente en amparo, para
que en el plazo de diez días pudieran comparecer en
el proceso constitucional, con traslado a dichos efectos
de copia de la demanda presentada. Asimismo, se orde-
nó formar la correspondiente pieza separada de suspen-
sión, tramitada la cual se dictó por la Sala Primera de
este Tribunal Auto 204/2000, de 18 de septiembre,
denegando la suspensión solicitada.

El día 23 de agosto de 2000 tuvo entrada en el Regis-
tro General de este Tribunal escrito suscrito por quienes
fueron designadas en el procedimiento judicial Procu-
radora y Abogada de oficio de don José Fleitas García,
poniendo de manifiesto que éste deseaba mostrarse par-
te en el recurso de amparo, y que habiendo terminado
la representación del mismo por las citadas profesio-
nales, se solicitaba que se realizare la tramitación per-
tinente a efectos de que se le designare Abogado y Pro-
curador de oficio para el presente proceso constitucional.
Por diligencia de ordenación del Secretario de Justicia
de la Sala Primera de este Tribunal de 7 de septiembre
de 2000, se concedió un plazo de diez días al Sr. Fleitas,
de conformidad con el artículo 50.5 LOTC, para que
manifestare si ratificaba el citado escrito y solicitaba que
le fueren designados Abogado y Procurador de oficio
para su personación en el presente recurso de amparo.
Por providencia de la Sección Primera de este Tribunal
de 19 de octubre de 2000, se acordó que, habiendo
transcurrido el plazo concedido al Sr. Fleitas en la dili-
gencia de ordenación citada sin que se hubiere recibido
manifestación ni escrito alguno del mismo, continuara
el trámite correspondiente del presente recurso sin tener-
le por personado.

En la citada providencia de 19 de octubre de 2000
se acordó también, a tenor de lo dispuesto en el art.
52 LOTC, dar vista de todas las actuaciones del presente
recurso de amparo, por un plazo común de veinte días,
al Ministerio Fiscal y a las partes personadas, para que
dentro de dicho término pudieran presentar las alega-
ciones que a su derecho convinieren.

5. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia de Madrid el día 18 de noviembre de 2000,
con entrada en el Registro General de este Tribunal el
día 21 siguiente, la recurrente en amparo formula sus
alegaciones, solicitando que se tengan por reproducidas
las efectuadas en la demanda de amparo.

6. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 24 de noviembre de 2000,
el Ministerio Fiscal formula sus alegaciones. Tras exponer
brevemente los hechos esenciales relativos al presente
recurso de amparo, considera, con cita de diversos Autos
y Sentencias de este Tribunal, que la pretensión de ampa-
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ro carece de contenido constitucional, toda vez que las
declaraciones inculpatorias realizadas por los coacusa-
dos, incluso si se prestan en la fase de instrucción y
luego se rectifican, constituyen prueba suficiente para
desvirtuar la presunción de inocencia, siempre que aqué-
llas se hayan prestado ante la autoridad judicial y con
los requisitos procesales, y la contradicción sea puesta
de manifiesto en el acto del juicio oral mediante su lec-
tura. Una vez cumplidos dichos requisitos, añade, la
mayor o menor credibilidad de las distintas declaraciones
de los coimputados es un problema de valoración de
la prueba, que corresponde resolver a los Tribunales ordi-
narios, razonando por qué se inclinan a favor de unas
declaraciones y no de otras.

Considera el Ministerio Fiscal, reproduciendo diversos
pasajes de las Sentencias de la Audiencia Provincial de
Ciudad Real y del Tribunal Supremo, que en el presente
caso hubo prueba de cargo suficiente para desvirtuar
la presunción de inocencia, obtenida con todas las garan-
tías legales y sometida a contradicción en el acto del
juicio oral, prueba de la que se obtuvo la convicción
de que la recurrente en amparo participó en los hechos
por los que fue condenada y, en consecuencia, lo único
que pone de manifiesto el presente recurso es una dis-
crepancia con la valoración de la prueba realizada por
el Tribunal sentenciador, que razona con detalle los moti-
vos que le llevan a considerar más creíbles las decla-
raciones sumariales que las prestadas en el acto del
juicio oral, dado que además se tuvieron en cuenta otros
extremos, tales como la intervención de heroína y otros
objetos relevantes en el domicilio de los compradores,
vecinos de la recurrente, y que el marido de ésta reco-
noció haber vendido dicha sustancia, de modo que no
se trata de simples declaraciones carentes de otro sus-
trato que corrobore aquéllas.

En consecuencia, el Ministerio Fiscal interesa la deses-
timación del presente recurso de amparo.

7. Por providencia de 11 de julio de 2002 se señaló
para votación y fallo de la presente Sentencia el día 15
del mismo mes y año, fecha en que se inició el trámite
que ha finalizado en el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. Como se expone más detalladamente en los ante-
cedentes, en el presente recurso de amparo, la deman-
dante, doña María Isabel Carmona Vázquez, alega que
las Sentencias de la Sala de lo Penal del Tribunal Supre-
mo de 12 de mayo de 1999, dictadas en el recurso
de casación interpuesto frente a la Sentencia de la Sec-
ción Primera de la Audiencia Provincial de Ciudad Real
de 11 de julio de 1997, que la condenaron como autora
de un delito contra la salud pública, vulneran su derecho
fundamental a la presunción de inocencia, reconocido
en el artículo 24.2 CE, toda vez que, a su juicio, las
mismas fundan la condena, única y exclusivamente, en
las declaraciones realizadas por tres coimputados en la
fase de instrucción, declaraciones que no fueron pos-
teriormente ratificadas en el acto del juicio oral, y que
no poseen unas mínimas dosis de credibilidad. Debe
aclararse, dado que existe cierta confusión al respecto
en la demanda de amparo, que el presente recurso se
dirige frente a las citadas Sentencias de la Sala de lo
Penal del Tribunal Supremo, que son las que efectiva-
mente habrían causado la lesión del mencionado dere-
cho fundamental de la recurrente, sin que, frente a lo
pretendido en el suplico de aquella demanda de amparo,
pueda declarar este Tribunal la nulidad de la también
citada Sentencia de la Audiencia Provincial de Ciudad

Real, en cuanto que la misma ya fue anulada por la
primera de las referidas Sentencias de la Sala de lo Penal
del Tribunal Supremo de 12 de mayo de 1999.

Por su parte, el Ministerio Fiscal solicita la desesti-
mación del presente recurso de amparo, por entender,
como también se recoge con más detalle en los ante-
cedentes, que ha existido prueba de cargo suficiente
que ha permitido desvirtuar, en términos constitucional-
mente correctos, la presunción de inocencia de la deman-
dante de amparo.

2. Para la adecuada solución del presente recurso
de amparo, resulta preciso comenzar recordando que,
como señala la STC 5/2000, de 17 de enero (FJ 2),
el derecho fundamental a la presunción de inocencia
exige que las Sentencias condenatorias expresen los fun-
damentos probatorios que sustentan el relato fáctico,
los hechos declarados probados, de modo que, como
recuerda la STC 302/2000, de 11 de diciembre (FJ 4),
en el marco del control de la vulneración del considerado
derecho fundamental corresponde a este Tribunal Cons-
titucional comprobar, cuando así se nos solicita, que el
órgano de enjuiciamiento expone las razones que le han
conducido a constatar el relato de hechos probados a
partir de la actividad probatoria practicada. Ello
determina también que este Tribunal sólo podrá tener
en cuenta, para adoptar su decisión en torno a la supues-
ta lesión del derecho fundamental a la presunción de
inocencia, aquellos elementos probatorios que las reso-
luciones judiciales impugnadas hayan considerado rele-
vantes para fundar la condena del recurrente, por enten-
der que de los mismos se desprende la existencia de
los hechos punibles y la participación en éstos de aquel
recurrente.

Aplicando estas consideraciones al supuesto concre-
to que nos ocupa, debe tenerse presente que la recurren-
te en amparo ha sido condenada sobre la exclusiva base
de las declaraciones de tres coimputados, prestadas en
fase de instrucción. Así resultaba ya de la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Ciudad Real, que sólo expo-
nía, con la mínima argumentación o exteriorización de
la fundamentación que es exigible constitucionalmente
para desvirtuar la presunción de inocencia, que la par-
ticipación de la recurrente en los hechos por los que
se la condenaba se desprendía de las citadas declara-
ciones de los tres coimputados, a las que otorgaba cre-
dibilidad; esto es, la conexión entre la actividad proba-
toria y los hechos que se declaraban probados, en par-
ticular que la recurrente participó en las operaciones
de tráfico de drogas, se realizaba exclusivamente, al
menos con las apuntadas exigencias mínimas de argu-
mentación y exteriorización del fundamento, a partir de
las declaraciones de los tres coimputados. Es significa-
tivo también, en este sentido, que el Fiscal, al impugnar
en el recurso de casación interpuesto frente a la citada
Sentencia, el motivo en el que la hoy demandante de
amparo denunciaba la vulneración del derecho funda-
mental a la presunción de inocencia, considerase que
la condena de aquélla se fundaba en las citadas decla-
raciones de los tres coimputados.

No obstante, cualquier duda que pudiera existir sobre
la circunstancia de que la recurrente en amparo fue,
en definitiva, condenada con el solo fundamento pro-
batorio de las declaraciones de los tres coimputados,
queda resuelta a la vista del contenido de la primera
de las Sentencias de la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo dictadas en el recurso de casación, no sólo
porque así resulta con toda claridad de la argumentación
que la Sala desarrolla en su fundamento de Derecho
tercero, expresando de forma indubitada que la prueba
que sustenta la condena está constituida por las repe-
tidas declaraciones de los tres coimputados en fase de
instrucción, sino porque en la Sentencia, al acogerse
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otros motivos de casación hechos valer tanto por la hoy
recurrente en amparo como por otro de los coimputados,
se considera, por una parte, que no ha quedado acre-
ditado que 109.000 pesetas halladas en el registro del
domicilio de aquélla y de su marido provinieran de la
venta de heroína (lo que lleva a que en la segunda Sen-
tencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, dic-
tada conforme a lo previsto en el artículo 902 LECrim,
se acepte el relato de hechos probados de la Sentencia
de la Audiencia Provincial con esa salvedad) y, por otra
parte, que no ha quedado acreditado que en las con-
versaciones telefónicas que, en diversos de sus pasajes,
se transcriben en la Sentencia de instancia, participara
el coimputado Ricardo Jurado (que, en consecuencia,
es absuelto en la segunda Sentencia), de modo que ya
queda sin determinar entre quiénes se celebraron tales
conversaciones.

Así, en el fundamento jurídico cuarto de la Sentencia
de casación, al analizar el motivo esgrimido por el acu-
sado Ricardo Jurado García, la Sala concluye que del
texto grabado y transcrito de las conversaciones tele-
fónicas de las que se derivó su incriminación, no apa-
recen datos objetivos de los que se pueda identificar
como interlocutor de Encarnación Pardo y José Fleitas
al mencionado Ricardo, por lo que se estimó el recurso
de casación y se absolvió a éste.

De esta manera, hemos de concluir que, a tenor de
las Sentencias condenatorias tanto en instancia como
en casación, no es posible para este Tribunal considerar
que el hallazgo de 109.000 pesetas en el domicilio de
la recurrente en amparo, o el contenido de las consi-
deradas conversaciones telefónicas hayan servido, en
los términos que la Constitución exige y que hemos
expuesto, para fundamentar la condena de la recurrente
en amparo y, en definitiva, para desvirtuar la presunción
de inocencia que constitucionalmente tiene reconocida
como derecho fundamental.

En consecuencia, nuestra tarea se centra en deter-
minar si las declaraciones de los tres coimputados, pres-
tadas en fase de instrucción, han permitido fundamentar
la condena de la recurrente en amparo sin vulnerar su
derecho fundamental a la presunción de inocencia, tarea
de la que nos ocupamos a continuación.

3. En este sentido, como señala la STC 68/2001,
de 17 de marzo (FJ 5), las declaraciones de un coim-
putado, por sí solas, no permiten desvirtuar la presunción
de inocencia constitucionalmente reconocida, de modo
que para que pueda fundarse una condena en tales decla-
raciones sin lesionar el derecho fundamental a la pre-
sunción de inocencia, es preciso que se adicione a las
mismas algún dato que corrobore mínimamente su con-
tenido, destacando la citada Sentencia que no es posible
definir con carácter general qué debe entenderse por
la exigible «corroboración mínima», más allá de la idea
obvia de que la veracidad de la declaración del coim-
putado ha de estar avalada por algún hecho, dato o
circunstancia externos para que pueda estimarse corro-
borada, dejando, por lo demás, a la casuística la deter-
minación de los supuestos en que puede considerarse
que ha existido esa mínima corroboración, tomando en
cuenta las circunstancias concurrentes en cada caso.
Asimismo, debe destacarse que la STC 72/2001, de 26
de marzo (FJ 5), ha puesto de manifiesto que la cir-
cunstancia de que la condena se funde exclusivamente
en las declaraciones de más de un coimputado no per-
mite tampoco considerar desvirtuada la presunción de
inocencia del condenado, siendo exigible también en
tales casos la mínima corroboración del contenido de
esas declaraciones de la pluralidad de coimputados
mediante algún dato, hecho o circunstancia externos
a las mismas, esto es, la declaración de un coimputado

no constituye corroboración mínima, a los efectos que
venimos exponiendo, de la declaración de otro coim-
putado.

4. Teniendo en cuenta lo expuesto, debe conside-
rarse que en el caso enjuiciado se ha vulnerado el dere-
cho fundamental a la presunción de inocencia de la
recurrente en amparo, como consecuencia de que ha
sido condenada con fundamento exclusivo en las decla-
raciones de tres coimputados, siendo irrelevante por ello
que las mismas se hubieran prestado en el acto del juicio
oral o en fase de instrucción (si bien no está de más
recordar que es posible, en su caso, si se satisfacen
las correspondientes exigencias, valorar las declaracio-
nes de los coimputados prestadas en esta fase de ins-
trucción -por todas, STC 63/2001, de 17 de marzo, FJ 5),
sin que en las resoluciones judiciales impugnadas se
exprese, en términos constitucionalmente correctos, nin-
gún otro hecho, circunstancia o dato, externos a tales
declaraciones, que pudieran venir a corroborar, siquiera
mínimamente, su contenido y, en consecuencia, a sos-
tener que la recurrente en amparo había participado en
los hechos por los que se la condena sin vulnerar el
derecho fundamental que sustenta su queja.

En este último sentido, no puede aceptarse el argu-
mento del Ministerio Fiscal de que tal corroboración ven-
dría constituida por la intervención de heroína y otros
objetos relevantes en el domicilio de los compradores
de la droga, vecinos de la recurrente en amparo, así
como por el hecho de que el marido de ésta reconoció
haber vendido dicha sustancia. En efecto, además de
que tales circunstancias no se expresan en las resolu-
ciones judiciales impugnadas como fundamentos pro-
batorios de la condena de la recurrente en amparo, lo
que impediría ya, conforme a lo expuesto, su conside-
ración por este Tribunal como determinantes de la exis-
tencia de corroboración mínima de las declaraciones de
los coimputados, a los efectos de desvirtuar la presun-
ción de inocencia de aquélla, debe destacarse también
que las apuntadas circunstancias, expuestas pura y sim-
plemente, en modo alguno podrían constituir tal corro-
boración mínima de la participación de la recurrente en
amparo en los hechos por los que se la condena, toda
vez que el hallazgo de droga u otros objetos en el domi-
cilio de otros coimputados, o que el marido de aquélla,
también coimputado, reconociera haber vendido droga,
pueden tener relevancia en orden a la condena de tales
coimputados, pero nada prueban en relación con la par-
ticipación de la demandante en las operaciones de tráfico
de droga, lo mismo que ocurre con el mero hecho de
que ésta fuera vecina de otros coimputados, de modo
que no permiten avalar la veracidad de las declaraciones
en tal sentido de tres de los coimputados. Utilizando
términos de la STC 69/2001, de 17 de marzo (FJ 32),
no existe correspondencia entre tales circunstancias y
aquéllo que el órgano judicial apreció como realmente
ocurrido, esto es, la participación de la recurrente en
los hechos punibles.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar amparo a doña María Isabel Carmona Váz-
quez y, en consecuencia:

1.o Reconocer su derecho fundamental a la presun-
ción de inocencia (art. 24.2 CE).



BOE núm. 271. Suplemento Martes 12 noviembre 2002 37

2.o Declarar la nulidad de las Sentencias de la Sala
de lo Penal del Tribunal Supremo de 12 de mayo de
1999, recaídas en el recurso de casación núm. 3433/97,
por lo que se refiere a la condena impuesta a la deman-
dante en amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de octubre de dos mil
dos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Robero García-Calvo y Montiel.—Firmado
y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Roberto
García-Calvo y Montiel, al que se adhiere el Excmo. Sr.
Presidente del Tribunal Constitucional, don Manuel Jimé-
nez de Parga y Cabrera, respecto de la Sentencia dictada

en el recurso de amparo núm. 2510/99

Con el respeto que me merece la opinión de la mayo-
ría, y tal como expuse en la deliberación, discrepo del
fallo al que se ha llegado en el supuesto enjuiciado.
En mi opinión se debió denegar el amparo solicitado
al no existir vulneración alguna del derecho de la
recurrente a ser presumida inocente. A mi juicio, ni la
doctrina del Tribunal impone la solución a la que se
llega, ni es cierto que no existan elementos de corro-
boración de las declaraciones de los coimputados, con-
forme a continuación expongo:

1) La decisión de la mayoría parte de que el límite
de nuestro control impone que el Tribunal ha de tener
en cuenta exclusivamente el contenido de los elementos
probatorios explicitados por los órganos judiciales; en
definitiva, de que los únicos datos de los que extraer
la existencia o la inexistencia de corroboración son los
que figuran en las Sentencias. En este caso, en las Sen-
tencias de la Audiencia Provincial de Ciudad Real y de
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. He de comenzar
por manifestar mi acuerdo con tal punto de partida, aun-
que deba dejar constancia de mi extrañeza porque no
parece ser éste el criterio que sostuvo la mayoría que
ha aprobado esta Sentencia en el supuesto de la STC
155/2002, ni el criterio seguido por la Sala Segunda
(véase la STC 57/2002).

A pesar de lo anterior, he de iniciar la expresión de
mi discrepancia poniendo de relieve que nuestra doctrina
en esta materia no es en modo alguno clara y que está
necesitada de una mayor reflexión. Dada la transcen-
dencia práctica de la misma, no puede decirse seria-
mente que se haya elaborado un canon de enjuiciamien-
to en materia de validez del testimonio de los coim-
putados cuando partimos de que no podemos establecer
qué sea la «mínima corroboración», como expresamente
se dice en las Sentencias del Tribunal que se citan en
ésta. Basta un ligero repaso a los pronunciamientos del
Tribunal en los dos últimos años para darse cuenta de
que no hemos elaborado un verdadero criterio de enjui-
ciamiento constitucional. La afirmación de que cuando
se trata del valor de las declaraciones de los coimpu-
tados, sólo caso por caso podemos evidenciar si existe
alguna vulneración, sin ofrecer pauta alguna a los órga-
nos judiciales, es suficientemente expresiva de lo que
afirmo. Basta, por ejemplo, con referirse a lo que se
expone en las SSTC 182/2001 o 70/2002. Dijimos en
la primera, y luego lo hemos reiterado con unas u otras
palabras, lo siguiente: «ni tampoco hemos ofrecido una
definición de lo que haya de entenderse por corrobo-

ración, más allá de la idea de que la veracidad de la
declaración de un coimputado ha de estar avalada por
algún dato, hecho o circunstancia externa, debiendo
dejar al análisis caso por caso la determinación de si
dicha mínima corroboración se ha producido o no».

2) Pero, incluso partiendo de lo anterior, considero
que en este caso se debió denegar el amparo, pues
existen elementos de valoración en las Sentencias
impugnadas que acreditan la existencia de la mínima
corroboración a que se refiere nuestra doctrina, si ésta
significa -como creo- un apoyo, mediante cualquier dato
externo y objetivo, a la verosimilitud y credibilidad del
testimonio de los coimputados. No se entendería de otra
forma la alusión a la veracidad que se realiza en las
resoluciones antes citadas y en las que se reseñan en
la Sentencia: si lo que se trata es de corroborar la vera-
cidad del testimonio de los coimputados a través de
algún elemento externo, bastaría comprobar la existencia
de cualquier dato que obrara en la Sentencia, para que
el límite de nuestro control debiera operar.

En primer lugar, he de poner de relieve que en el
supuesto analizado, se trata de declaraciones de coim-
putados que ofrecen datos inequívocos y coincidentes,
que según mi criterio pueden valorarse, pues algunos
de los contenidos de sus afirmaciones ponderadas por
los órganos judiciales (como la intervención de una
menor, hija de la recurrente, que se admitió por parte
de todos los acusados) constituye un extremo fáctico
en sí mismo objetivo y suficientemente revelador de la
credibilidad intrínseca de los testimonios.

En segundo término, sostengo, como así lo hice en
las deliberaciones, que se puede afirmar la existencia
de la mínima corroboración a que se refiere nuestra doc-
trina. Además del dato anterior, existen otros datos obje-
tivos, tanto en la Sentencias de la Audiencia de Ciudad
Real, como en la Sentencia del Tribunal Supremo:

En mi opinión, un análisis de lo sucedido arroja esta
conclusión:

a) La Sentencia de instancia (la dictada por la
Audiencia Provincial de Ciudad Real) básicamente partió
de tres pruebas para fundamentar la condena de la
recurrente: la declaración de los coimputados, el hallazgo
de una cierta cantidad de dinero en su vivienda y las
conversaciones telefónicas. Además, se refirió a la exis-
tencia de un reconocimiento fotográfico del que nada
se dice en la resolución aprobada por la mayoría.

b) Pues bien, con respecto a las declaraciones de
los coimputados la Audiencia Provincial, siguiendo la
doctrina sentada por el Tribunal Supremo, valoró expre-
samente la credibilidad de las mismas con el canon tra-
dicional de ausencia de motivos espurios o de venganza.
Respecto del hallazgo del dinero afirmó que procedía
del tráfico de estupefacientes y, finalmente, las graba-
ciones de conversaciones telefónicas y su transcripción
fueron analizadas partiendo de que «ninguna de las par-
tes» (y por lo tanto tampoco la recurrente en amparo)
había impugnado su validez tras lo sucedido en el acto
del juicio, extremo éste que no se contempla en la Sen-
tencia aprobada por la mayoría. Tampoco se alude en
la Sentencia aprobada por la mayoría a que en el recurso
de casación interpuesto por la demandante de amparo
en momento alguno se introdujo como motivo casacional
la invalidez de las grabaciones telefónicas. Y, respecto
de éstas, es forzoso reconocer que su contenido fue
expresamente valorado por el órgano de instancia. Para
deducir esto basta acudir a la Sentencia de la Audiencia
de Ciudad Real: «la forma de operar ha quedado per-
fectamente acreditada no ya solo por el contenido de
las conversaciones telefónicas, claro y explícito, sino por
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las propias declaraciones de los acusados...». En defi-
nitiva, siguiendo la doctrina ya analizada, no parece exis-
tir duda sobre el hecho de que las declaraciones de
los coimputados aparecían corroboradas para el órgano
de instancia por el resultado de las intervenciones tele-
fónicas y por la existencia de un reconocimiento foto-
gráfico, valorado por la propia Sala en su Sentencia.
Respecto de este último, la Sentencia de la Audiencia
dice lo siguiente: «Frente a eso ha de recordarse que
Encarnación declaró ante la Policía ... que su marido
obtenía la heroína por compra al matrimonio formado
por Melchor e Isabel, a los que reconoció fotográ-
ficamente».

c) La Sentencia del Tribunal Supremo, por su parte,
elimina uno de los elementos de prueba de modo explí-
cito (el hallazgo del dinero), pero mantiene, por lo que
se refiere a esta recurrente, el resto de las pruebas. No
expulsa del patrimonio probatorio de signo incriminador
las grabaciones telefónicas por lo que se refiere a esta
demandante. Lo es sólo por referencia a un tercero que
había impugnado la valoración de las conversaciones.
Y la razón es bien sencilla: la Sala solamente analiza
los motivos aducidos, y no el resto. Basta con acudir
al fundamento cuarto de la Sentencia para darse cuenta
de que el Tribunal Supremo homologó la incorporación
de las grabaciones telefónicas («a tal argumentación —se
dice— hace ahora dos objeciones el recurrente que ya
se hicieron en el acto del juicio oral y respecto de las
cuales se resolvió adecuadamente en cuanto a la pri-
mera...»). Sosteniendo expresamente además que «que-
dó así acreditada la autenticidad de las transcripciones».
La razón de la estimación del recurso de casación del
tercero fue la falta de prueba sobre la autenticidad de
su voz. Pero si hay algo incontrovertible es que ni la
demandante impugnó la autenticidad de las grabaciones,
ni éstas fueron eliminadas por el Tribunal Supremo como
material probatorio.

d) Por lo tanto, el punto de partida que ya expuse
en las deliberaciones de que no había existido otra prue-
ba valorada por los órganos judiciales resultaba para
mí inasumible, porque hay en la causa otras dos (in-
tervenciones telefónicas y reconocimiento fotográfico)
que aparecen expresamente consignadas en la Senten-
cia de instancia, no fueron combatidas por la recurrente
y, por tanto, con nuestros propios parámetros doctri-
nales, ello sería suficiente para corroborar las declara-
ciones de los coimputados.

3) Sentado lo anterior —y de acuerdo con la praxis
jurisprudencial de este Tribunal— el amparo debió ser
denegado. Y ello porque, además de la valoración de
las declaraciones de los coimputados (en sí mismas creí-
bles, ante la ausencia de móviles espurios y el ofreci-
miento de datos objetivos que servían para estimar la
verosimilitud de tales datos de hecho), el órgano de ins-
tancia incluyó dos datos de corroboración: la existencia
de conversaciones telefónicas con la propia demandante
y la existencia de un reconocimiento fotográfico. Basta
con acudir a nuestras Sentencias 182/2001, 2/2002,
70/2002 y 125/2002 para afirmar que tales elementos
de corroboración han sido considerados suficientes por
el Tribunal para corroborar la veracidad del testimonio
de los coimputados, puesto que hemos afirmado que
no se requiere una corroboración plena. Sólo si nuestra
doctrina contuviera tal exigencia, es decir la valoración
de las dos pruebas mencionadas, debería estimarse este
amparo, pero no si lo exigido es sólo «algún dato, hecho
o circunstancia externa». Es por ello que cuando en el
fundamento jurídico segundo de la Sentencia de la mayo-
ría decimos que queda sin determinar entre quiénes se
celebraron las conversaciones, en realidad estamos

entrando en la valoración del elemento de corroboración
y no en la comprobación de su existencia.

Madrid, a veintiuno de octubre de dos mil dos.—Ro-
berto García-Calvo y Montiel.—Firmado y rubricado.

21854 Sala Segunda. Sentencia 182/2002, de 14
de octubre de 2002. Recurso de amparo
2720/99. Promovido por don Manuel Ceba-
llos Gómez frente a las resoluciones de las
Salas de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Cantabria y del
Tribunal Supremo que denegaron su petición
de justicia gratuita y terminado el litigio contra
el Ayuntamiento de Piélagos.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de
recurso contencioso-administrativo tras dene-
gar la justicia gratuita por insostenible, sin
ofrecer la posibilidad de proseguirlo con Abo-
gado y Procurador de libre designación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2720/99, promovido
por don Manuel Ceballos Gómez, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Paloma Rabadán
Chaves y asistido por la Letrada doña María Rosa Sanz
García-Muro, contra la providencia de la Sala Tercera
del Tribunal Supremo de 13 de mayo de 1999, por la
que se declaró no haber lugar al nombramiento de Abo-
gado y Procurador del turno de oficio para la interpo-
sición de recurso de queja contra el Auto de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Cantabria de 29 de mayo de 1998, por
el que se declaró terminado el procedimiento instado
por el demandante de amparo, y contra la providencia
del mismo órgano jurisdiccional de 11 de septiembre
de 1998, que dispuso no haber lugar a la solicitud de
designación de Abogado y Procurador para interponer
recurso de súplica contra el anterior Auto y, en su caso,
para preparar recurso de casación. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal y ha sido Ponente la Magistrada doña
Elisa Pérez Vera, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro de
este Tribunal el 23 de junio de 1999, el demandante
de amparo solicitó que se le designaran Abogado y Pro-
curador del turno de oficio al efecto de interponer recurso
de amparo contra las resoluciones de que se hace mérito
en el encabezamiento.

2. Por diligencia de ordenación de 5 de julio de
1999 se acordó dirigir comunicación al Ilustre Colegio
de Abogados de Madrid a fin de que, conforme a lo
dispuesto en la Ley 1/1996 y el Acuerdo del Pleno de
este Tribunal de 18 de junio de 1996, sobre asistencia
jurídica gratuita, se designara, si procedía, Abogado y


